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Resumen 

 

Las normas sociales de género conforman uno de los tres grandes determinantes que 

condicionan la autonomía económica de las mujeres, junto con las tareas de cuidado y 

la educación (Díaz Langou, De León, Florito, Caro Sachetti, Biondi & Karczmarczyk, 

2019). Estas normas refieren al comportamiento esperado de cada persona según su 

género, entendido de forma binaria, en un contexto social específico. Su reproducción 

limita las oportunidades, la autonomía y el pleno goce de derechos de quienes se alejan 

de estos mandatos. Los perjuicios son aún mayores para las personas transgénero o 

con identidades de género no binarias, comúnmente invisibilizadas en las representa-

ciones culturales patriarcales. 

Las personas internalizan estas representaciones sobre los géneros desde edades muy 

tempranas y, a lo largo de la vida, el entramado de normas se reproduce y refuerza en 

la interacción social y con el entorno. Por lo tanto, los sistemas educativos tienen un 

rol clave para revertir su reproducción. Los programas de educación sexual son una 

gran herramienta en este sentido, para lo cual es muy importante prestar atención a su 

diseño e implementación. La evidencia indica que para maximizar su potencial para 

desnaturalizar y deconstruir las normas sociales de género es necesario reforzar el en-

foque integral y la transversalización de las perspectivas de género y derechos.  

Argentina fue pionera en la región con la promoción de la Educación Sexual Integral 

(ESI) mediante la creación del Programa Nacional homónimo en 2006. Las potencia-

lidades y desafíos de la ESI pueden ser abordadas en cuatro dimensiones: normativa e 

institucionalidad, abordaje conceptual, líneas de acción, y seguimiento y evaluación. 

En estas cuatro áreas se observan grandes avances en los últimos años. Particular-

mente se destaca el abordaje conceptual, en línea con la más avanzada evidencia y 

recomendaciones internacionales, y el aumento de la oferta de capacitaciones a la co-

munidad educativa, principalmente a las y los docentes.  

Sin embargo, aún falta recorrer un largo trecho para que el programa se universalice 

de manera integral y transversal en todas las escuelas del país, tal que pueda desplegar 

todo su potencial en la deconstrucción de las normas sociales patriarcales. En este sen-

tido se ofrecen recomendaciones de política a futuro. En primer lugar, es necesario que 

en cada comunidad se internalice el enfoque conceptual de la ESI mediante estrategias 

concretas para aumentar la participación de todos los actores de la comunidad educa-

tiva, desde docentes hasta familias y, principalmente, los y las estudiantes. Segundo, 

es necesario continuar ampliando la oferta de capacitaciones para docentes y referen-

tes escolares. Esto no sólo es útil para aterrizar la política en el territorio, sino también 

para afianzar el abordaje conceptual de la ESI en la comunidad. En tercer lugar, es 

importante continuar con el fortalecimiento de los sistemas de seguimiento y monito-

reo del Programa para poder informar avances y necesidades de la política. 

Finalmente, también se recomienda reforzar el liderazgo de los equipos territoriales 

para garantizar la efectiva implementación de la ESI en cada escuela del país respe-

tando las heterogeneidades existentes. 
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Presentación 

 

El Programa de Protección Social trabaja desde 2012 en una iniciativa para promover 

la equidad de género en el mercado de trabajo y la autonomía económica de las muje-

res, cuyo producto insignia fue la publicación en 2019 del libro El género del trabajo. 

El presente documento es parte de una serie que aterrizar los hallazgos de la investiga-

ción en distintos ejes temáticos, en este caso, las normas sociales de género y el cambio 

cultural, en el marco del proyecto "El Género del Trabajo: de la evidencia a la acción". 

Para alcanzar este objetivo se realizaron entrevistas semiestructuradas a expertas en la 

temática y a funcionarias de distintos niveles de gobierno, una revisión de la bibliogra-

fía relevante, y un mapa de actores donde se identificaron y ponderaron los roles de los 

principales agentes involucrados e interpelados a nivel nacional por el fortalecimiento 

de la Educación Sexual Integral en Argentina. 

 

 

  

https://www.cippec.org/publicacion/el-genero-del-trabajo/


PROGRAMA DE PROTECCIÓN SOCIAL INFORME 

 

 3 

Índice 
Resumen ........................................................................................................................... 1 

Presentación .................................................................................................................... 2 

Índice ................................................................................................................................3 

Introducción .................................................................................................................... 4 

Diagnóstico ....................................................................................................................... 7 

Normativa e institucionalidad .......................................................................... 7 
Abordaje conceptual de la ESI ......................................................................... 8 
Líneas de acción ............................................................................................... 9 
Seguimiento y evaluación de resultados ........................................................ 11 

Recomendaciones ........................................................................................................... 12 

Conclusiones ................................................................................................................... 17 

Bibliografía ..................................................................................................................... 19 

Anexo ............................................................................................................................. 24 

 

  



PROGRAMA DE PROTECCIÓN SOCIAL INFORME 

 

 4 

Introducción 
La masiva incorporación de las mujeres al mercado de trabajo fue uno de los fenóme-

nos socioeconómicos más relevantes de la segunda mitad del siglo XX, con enormes 

consecuencias en la conformación y organización de las familias y comunidades, así 

como también en los sistemas políticos y económicos. Sin embargo, las mujeres aún 

enfrentan mayores barreras en el acceso y trayectoria en el mercado de trabajo en com-

paración con sus pares varones. Al respecto, CIPPEC, PNUD, OIT y ONU Mujeres 

realizaron un exhaustivo estudio de las brechas en el ámbito laboral (Díaz Langou, De 

León, Florito, Caro Sachetti, Biondi & Karczmarczyk, 2019). Encontraron que uno de 

los tres grandes determinantes que condiciona la autonomía económica de las mujeres 

son las normas sociales de género, es decir, el comportamiento esperado de cada per-

sona según su género, entendido de forma binaria, en un contexto social específico 

(Cislaghi, Manji & Heise, 2018).  

La prevalencia de las normas sociales de género no sólo es un problema en sí mismo, 

sino que también está fuertemente relacionado con otros factores que estructuran y 

reproducen las brechas de género: la desvalorización y feminización del trabajo do-

méstico y de cuidados, y la educación (Díaz Langou et al, 2019). Estos determinantes 

no son compartimentos estancos y están estrechamente relacionados entre sí, lo que 

refuerza su persistencia en el tiempo. 

La evidencia al respecto es contundente: existen varios tipos de normas que inciden 

sobre el mercado laboral, entre las que se destacan aquellas asociadas a la división se-

xual del trabajo (Klasen, 2017), a la maternidad y paternidad (Correll, 2017; Likki & 

Varazzani, 2071), a la segmentación horizontal en actividades y sectores (Marcus, 

2018; Cislaghi, Manji & Heise, 2018) y a la propiedad de bienes y activos (Banco Mun-

dial, 2018). Su reproducción se materializa en estereotipos, prejuicios y sesgos que 

implícita y explícitamente condicionan el accionar y las decisiones de las personas (Cis-

laghi, Manji & Heise, 2018; Klasen, 2017; Pearse & Connel, 2016; Ridgeway, 2009).  

El entramado de normas, estereotipos y sesgos que clasifica bajo una lógica binaria las 

acciones de los individuos constituye la estructura de un sistema patriarcal de organi-

zación social que limita la autonomía y el pleno goce de derechos de las mujeres 

(Kabeer, 1992; Mosedale, 2005). Los perjuicios son aún mayores para las personas 

transgénero o con identidades de género no binarias, comúnmente invisibilizadas en 

las representaciones culturales patriarcales. Además, esta forma de organización ba-

sada en una binaria división sexual del trabajo también tiene costos para los varones 

cis1 ya que, aunque mediado por un abanico de privilegios, impone formas de actuar y 

pensar bajo el mandato de la masculinidad hegemónica y el estereotipo de “varón pro-

veedor” (UNFPA, 2019).  

Las personas internalizan este abanico de representaciones sobre los géneros desde 

edades muy tempranas. Desde la socialización primaria los individuos comienzan el 

proceso de integración al contexto social en el que nacieron e internalizan su compo-

nente material (como prácticas y comportamientos sociales) y sus significantes (como 

imaginarios colectivos) (Berger & Luckmann, 1968). A partir de allí se construyen las 

consecuentes instancias de socialización, por lo que la primera etapa tiene una impor-

tancia primordial en la (re)producción de las normas sociales de género. La 

naturalización del sistema de normas patriarcales en esta etapa inicial se refleja tanto 

en las encuestas que relevan las percepciones de niñas y niños (UNESCO, 2017) como 

en los patrones de producción y consumo (Burke, Ascencio, Sacco & Strada, 2019). 

A lo largo de la vida, el entramado de normas se reproduce y refuerza en la interacción 

social y con el entorno. Por ejemplo, un meta análisis realizado por Wang & Degol 

__________________________________________________________________________ 

1 Las personas cis género son aquellas cuya identidad o expresión de género coincide con el género asignado al nacer. 
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(2016) analiza las causas detrás de las brechas en los rendimientos educativos entre 

niños y niñas en matemática y ciencias, y concluye que se deben principalmente a fac-

tores del entorno o socioculturales que se manifiestan durante la primera infancia. 

Según los autores, el contexto incide sobre la creencia en las propias capacidades, lo 

que luego impacta en el rendimiento real de las personas (Wang & Degol, 2016)2. Los 

resultados cristalizan cómo la reproducción de normas sociales, estereotipos y sesgos 

de género se instalan en las creencias y conductas de las personas afectando, en este 

caso, las trayectorias educativas. Este fenómeno es parte de una segmentación hori-

zontal más amplia en el mundo de la educación y el trabajo, que concentra a las mujeres 

en sectores menos dinámicos y peor remunerados vinculados a actividades tradicio-

nalmente feminizadas, como el cuidado (Díaz Langou et al, 2019). 

Para reducir el impacto de las normas patriarcales sobre la autonomía de las mujeres 

es importante impulsar políticas públicas de cambio cultural basadas en una perspec-

tiva de género y derechos que promuevan un desarrollo con equidad (Díaz Langou et 

al, 2019). Dado que la internalización de las normas de género es especialmente in-

tensa en las edades más tempranas, los sistemas educativos juegan un rol clave. A su 

vez, estas políticas deben ser complementadas con otras, como aquellas de acción afir-

mativa y transversalización de la perspectiva de género en la comunicación, para 

abordar la problemática desde sus distintas aristas (Díaz Langou et al, 2019). 

Tanto la evidencia regional como internacional destacan la importancia de la educa-

ción sexual integral (ESI) para avanzar hacia la igualdad sustantiva de género 

(Montgomery & Knerr, 2018; UNICEF, 2018). Los resultados de los programas de edu-

cación sexual integral se distinguen entre "primarios" y "secundarios" (UNESCO, 

2018). Los primarios refieren a cuestiones ligadas directamente a la salud física y la 

garantía de los derechos sexuales y reproductivos, donde existe consenso de que la ESI 

es una estrategia costo-efectiva y eficiente para disminuir enfermedades de transmi-

sión sexual, embarazos no intencionales y promover el uso de métodos anticonceptivos 

(MAC) (UNESCO 2009; Montgomery & Knerr, 2018). Los resultados secundarios, por 

su parte, recogen el impacto de la ESI sobre otras cuestiones no directamente ligadas 

a la salud física3, como la toma informada de decisiones, conocimiento sobre derechos 

humanos, relaciones de poder y equidad de género. Haberland & Rogow (2015) se re-

fieren al estudio de estos efectos como “enfoque de empoderamiento”, lo cual visibiliza 

el potencial transformador de la ESI en términos de derechos y autonomía. A pesar de 

esta distinción, existen grandes sinergias entre los dos tipos de resultados: Haberland 

(2015) encuentra que los programas que incorporan perspectiva de géneros, poder y 

derechos tienen cinco veces más probabilidades de tener resultados primarios positi-

vos en comparación con aquellos que no lo hacen. 

La educación sexual integral es una herramienta eficaz para promover la igualdad de 

género, modificar comportamientos discriminatorios, aumentar la comunicación entre 

pares, mejorar la toma de decisiones informadas, promover la reducción de la violen-

cia, y desnaturalizar las normas sociales de género patriarcales (Montgomery & Knerr, 

2018; UNESCO 2009, 2018; Cense, 2018; Su et al, 2019). No obstante, debido a limi-

taciones metodológicas como la falta de estudios longitudinales de largo plazo, no 

existe aún consenso acerca de cuál es el mecanismo causal detrás de estos efectos de la 

ESI. Hay quienes sugieren que lo que la explica es un aumento de la autoestima y de 

las habilidades de liderazgo y toma de decisiones de las mujeres (Unterhalter et al 

2014). Otros/as argumentan que el contenido integral de la ESI, al promover el pensa-

miento crítico y reflexivo sobre normas de género y manifestar cómo operan las 

__________________________________________________________________________ 

2 En la psicología social se denomina “teoría de la autosuficiencia” (self-efficacy) y “amenaza del estereotipo” (stereotype threat) al proceso por el cual las 

percepciones negativas sobre algún grupo específico son internalizadas por sus miembros, sesgando así sus auto-percepciones y provocando una subes-

timación de sus capacidades (Steele & Aronson, 1995; Steele, 1997; Good, Aronson & Inzlicht, 2003; Aronson & Inzlicht, 2004). 
3 En la literatura especializada se refiere a los resultados secundarios como “resultados no sanitarios” (“non-health outcomes”) (Montgomery & Knerr, 

2018). Sin embargo, consideramos necesario resaltar que la Organización Mundial de la Salud define en su Constitución a la salud como “un estado de 

completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades” (OMS, 2020). 
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relaciones de poder, debilita los prejuicios de género y desnaturaliza preconceptos 

(Haberland, 2015). En ambos casos, se observa un efecto de la ESI sobre distintas aris-

tas de las normas y representaciones de género patriarcales. 

Para maximizar el potencial de la ESI como articuladora del cambio cultural necesario 

para promover la autonomía de las mujeres y disidencias, es necesario garantizar su 

enfoque integral y la transversalización de las perspectivas de género y derechos 

(UNESCO-GEM, 2019; UNESCO 2018; UNICEF, 2018; UNFPA 2017). La integralidad 

refiere a coherencia, continuidad y transversalidad del enfoque bio-psicosocial basado 

en perspectiva de derechos y bienestar del género y la sexualidad, mediante el sosteni-

miento y la adecuación de la ESI en los distintos niveles y espacios curriculares 

(UNESCO, 2018; Cecchini & Martínez, 2011). En otras palabras, es preciso que la edu-

cación sexual se promueva de manera consistente con un enfoque positivo sobre la 

sexualidad y la afectividad y supere el reduccionismo biologicista y patologizante ca-

racterístico de los esquemas tradicionales de educación sexual (Morgade, Ramos, 

Román, Zattara, 2011; Zemaitis, 2016).  

En los últimos años, se observa una mayor incorporación de estos enfoques en la nor-

mativa y los diseños de los programas y políticas de educación sexual, y un mayor 

reconocimiento de la importancia de los resultados secundarios (UNICEF, 2019; UN-

FPA, 2017). Sin embargo, su efectiva implementación4 en estos términos sigue siendo 

minoritaria en el mundo y, particularmente, en América Latina (Hunt, Castagnaro & 

Castrejón, 2014). Además, existe una gran heterogeneidad en la calidad de la educa-

ción sexual recibida, ya que la omisión del enfoque integral no sólo reduce la eficacia 

de la ESI en términos de resultados primarios sino, críticamente, en cuanto a los se-

cundarios (Ketting, Brockschmidt & Ivanova, 2020; Montgomery & Knerr, 2018). 

Argentina fue pionera en la región con la promoción de una política educativa que tiene 

un gran potencial para liderar esta transformación: la Educación Sexual Integral (ESI), 

ejecutada por el Programa Nacional homónimo, cuya implementación está estipulada 

por la Ley 26.150 sancionada en el 2006. El Programa Nacional de Educación Sexual 

Integral incluye de forma sistemática un enfoque integral que contempla ejes de dere-

chos, igualdad de género, diversidad, afectividad y bienestar en un sentido amplio 

(UNICEF, 2018). Desde su sanción se avanzó enormemente con capacitaciones, pro-

ducción y difusión de materiales y un gran aumento la cantidad de estudiantes 

alcanzados por los contenidos de ESI en el país (UNFPA, 2017).  Sin embargo, aún falta 

un largo recorrido para que la ESI se universalice de manera integral y transversal en 

todas las escuelas del país, tal que pueda desplegar todo su potencial en la deconstruc-

ción de las normas sociales patriarcales.  

En este contexto, este documento realiza un diagnóstico de la situación de la ESI en 

Argentina y sus principales desafíos y virtudes como herramienta transformadora de 

las normas sociales de género. Para alcanzar este objetivo se realizaron entrevistas se-

miestructuradas a expertas en la temática y a funcionarias de distintos niveles de 

gobierno, una revisión de la bibliografía relevante, y un mapa de actores donde se iden-

tificaron y ponderaron los roles de los principales agentes involucrados e interpelados 

a nivel nacional por el fortalecimiento de la ESI (disponible en el Anexo). A continua-

ción se presenta un análisis de la implementación de la ESI en Argentina donde se 

identifican virtudes y desafíos, del cual se desprenden algunas recomendaciones de 

política que se presentan al final de este documento. 

  

__________________________________________________________________________ 

4 Existen varias maneras de definir la implementación de la ESI. En este documento nos referimos a la efectiva implementación de la ESI como aquellas 

prácticas que, siguiendo el marco conceptual que indica la ley, realiza una incorporación integral y transversal de los contenidos en toda la currícula edu-

cativa, de manera adecuada para cada nivel y con apoyo y acompañamiento de la comunidad educativa. 
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Diagnóstico 
La Educación Sexual Integral tiene un enorme potencial para transformar las normas 

sociales de género patriarcales que condicionan la autonomía de las mujeres y disiden-

cias. En esta sección se analizan los avances y desafíos que presenta la ESI en Argentina 

en cuatro dimensiones críticas: normativa e institucionalidad, abordaje conceptual, lí-

neas de acción, y seguimiento de resultados.  

Normativa e institucionalidad 

Argentina cuenta con un frondoso marco normativo y equipos técnicos capacitados en 

salud sexual y reproductiva. En primer lugar, se destacan el precedente pautado por el 

Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable (ley N° 25.673/2002), 

que sentó las bases para la discusión desde un enfoque no estigmatizante de la sexua-

lidad, y la ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 

(N° 26.061/2005), que puso el enfoque de derechos en el centro de la agenda. A conti-

nuación, la sanción de la Ley Nacional de Educación Sexual Integral en 2006 fue un 

hito clave, ya que estipuló la incorporación de la ESI en todas las escuelas del país y 

tuvo una implicancia institucional y ejecutiva directa con la creación del Programa Na-

cional de Educación Sexual Integral. De esta manera garantizó una creciente 

legitimidad y un fuerte anclaje en la gestión (UNFPA, 2017). La ley estipula cinco ob-

jetivos: la incorporación de la ESI en la formación docente y los contenidos 

curriculares; la transmisión de conocimientos pertinentes, confiables y actualizados; 

la promoción de actitudes responsables; la prevención en materia de salud; y la igual-

dad de trato y oportunidades entre varones y mujeres. Su texto se ajusta a los más altos 

estándares internacionales en términos de educación sexual e incorpora aspectos cog-

nitivos, psicológicos, físicos y sociales de la sexualidad (UNESCO et al, 2018; UNICEF, 

2018). 

Este respaldo jurídico se complementa con otra normativa nacional que refuerza la 

implementación de la ESI en las escuelas desde una lógica integral y de derechos. Se 

destaca la Ley 26.206 de Educación Nacional, los Lineamientos Curriculares para la 

Educación Sexual Integral sancionados en 2008, y la aprobación en 2018 de los “Nú-

cleos de Aprendizaje Prioritarios para Educación Sexual Integral”. Estos instrumentos 

sirvieron para aterrizar los lineamientos de la ESI, respetando al mismo tiempo la di-

versidad territorial al dejar lugar para la adaptación situada de los contenidos a cada 

contexto. Por su parte, la Ley 27.234 “Educar en Igualdad. Prevención y Erradicación 

de la Violencia de Género” sancionada en 2015, estableció jornadas de capacitación 

docente a nivel nacional ampliando así el margen de acción del Programa Nacional en 

todo el territorio. Finalmente, en 2017 se creó el Plan Nacional de Prevención del Em-

barazo No Intencional en la Adolescencia (Plan ENIA), una iniciativa conjunta entre 

los ministerios de Salud, Educación y Desarrollo Social destinada a reforzar y escalar 

las intervenciones de programas de cada cartera en el marco de una mayor coordina-

ción intersectorial. El sólido entramado normativo e institucional es una de las 

mayores ventajas con las que cuenta la ESI para maximizar su potencial transformador 

en términos de normas sociales.  

Antes de la sanción de la ley de ESI, uno de los contenidos que mayor resistencia ge-

neraba entre sus detractores era la inclusión transversal de la perspectiva de género 

que, según la evidencia disponible, es indispensable para garantizar sus efectos de 

cambio cultural (UNICEF, 2018). A este fin fueron extremadamente útiles las leyes de 

Matrimonio igualitario (N°26.618/2010), Identidad de Género (N° 26.743/2012), Pro-

tección Integral a las Mujeres (N°26.485/2009) y, más recientemente, la ley Micaela 

de capacitación obligatoria en género para todas las personas que integran los tres po-

deres del Estado (N°27499/2019). La sanción de estos instrumentos posibilitó y 

respaldó la incorporación de la perspectiva de la diversidad en los contenidos de la ESI 
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y, además, potenció la visibilización de las desigualdades de género existentes, aunque 

siguen existiendo desafíos. Acompañadas por el crecimiento y logros del colectivo fe-

minista en los últimos años, en particular desde el impulso del movimiento 

#NiUnaMenos, han sido claves para promover el proceso de transformación cultural.  

Finalmente, respecto a la institucionalidad, desde diciembre de 2019 el Programa Na-

cional de Educación Sexual Integral integra la Dirección de Derechos Humanos, 

Género, y Educación Sexual Integral, dentro de la Subsecretaría de Educación Social y 

Cultural del Ministerio de Educación. A nivel subnacional, existe una fuerte heteroge-

neidad entre las jurisdicciones en cuanto a la jerarquización de la ESI dentro del 

entramado institucional y normativo provincial (UNFPA, 2017). Si bien muchas pro-

vincias avanzaron con normativa propia o adhesiones a normativa nacional, las 

divergencias son profundas. Su consecuencia es una garantía de derechos diferenciada 

según el territorio y una disminución del potencial de la ESI. Hacia 2018, solo tres 

jurisdicciones no contaban con normativas que reglamentaran la ESI (Jujuy, Rio Ne-

gro y Santiago del Estero). Sin embargo, entre aquellas que sí lo hacían, existían 

también grandes disparidades en términos de la conformación de los equipos (cuya 

cantidad de integrantes varía entre 2 y 81 personas entre las provincias) y la cantidad 

de acciones planificadas por jurisdicción (UNICEF & Ministerio de Educación, Cultura, 

Ciencia y Tecnología, 2019), lo que da cuenta de que un marco normativo adecuado es 

una condición muchas veces necesaria, aunque nada suficiente, para garantizar una 

implementación adecuada de las intervenciones. 

 

Abordaje conceptual de la ESI 

En Argentina, el abordaje conceptual de la política de Educación Sexual Integral es una 

de sus grandes fortalezas, con amplio protagonismo de las perspectivas de género y 

derechos. Cuenta con cinco ejes principales relacionados entre sí (Marina et.al., 2014; 

Cahn et al, 2020) donde el potencial de la ESI como transformadora de las normas 

sociales de género se hace evidente.  

El primero refiere al reconocimiento de la perspectiva de género con fuerte foco en la 

construcción social de los géneros y las desigualdades existentes, donde se promueve 

la desnaturalización de las normas sociales patriarcales y la visibilización de las de-

sigualdades. El segundo eje apunta a la diversidad sexual y la identidad de género, 

promoviendo la inclusión, el respeto, y el trato en igualdad. En tercer lugar, la ESI pro-

mueve la valoración de la afectividad desde un enfoque amplio y no estigmatizante de 

la sexualidad, el placer, los sentimientos, los valores y las emociones que promueven 

el desarrollo de capacidades socioemocionales. El enfoque de derechos se encuentra 

explícitamente incorporado en el cuarto eje, donde se refiere a los niños, niñas y ado-

lescentes como sujetos plenos de derechos. Finalmente, el quinto eje refiere al cuidado 

del cuerpo y la salud en un sentido amplio e integral, promoviendo la autonomía y la 

toma informada de decisiones (Marina et al., 2014).  

Al igual que el enfoque de la normativa, el abordaje conceptual también está en sinto-

nía con la evidencia disponible. Sin embargo, es preciso notar que este enfoque tan 

claro a nivel institucional no genera automáticamente cambios curriculares o en las 

prácticas, representaciones y comportamientos de la comunidad educativa, lo que 

afecta el potencial de la política en términos de resultados secundarios. Si bien los da-

tos disponibles respecto a las escuelas alcanzadas por la ESI son alentadores (el 92% 

del alumnado trabajó al menos un tema de ESI en la escuela y casi el 70% de las escue-

las realizan capacitaciones sobre la temática según la Secretaría de Evaluación e 

Información Educativa), no se cuenta con información suficiente respecto del abordaje 

conceptual que prima en la implementación. En particular, el hecho de que una escuela 

incorpore algún contenido de ESI en sus clases o que sus docentes hayan asistido a 

capacitaciones no garantiza sus efectos en términos de resultados primarios y mucho 
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menos secundarios, ya que si la ESI se aborda meramente como un nuevo contenido 

curricular a impartir, existe el riesgo de que pierda su potencial emancipador y trans-

formador (UNICEF, 2018; Haberland, 2015). Para preservar y liberar este potencial, 

es necesario un abordaje comprehensivo que exceda las estrategias únicamente infor-

mativas y garantice la transversalización de la ESI en todos los niveles (Morgade, Báez, 

Zattara & Díaz Villa, 2011).  

Las crecientes demandas de ESI por parte de alumnos/as y docentes y los resultados 

de algunas investigaciones locales respecto a percepciones de miembros de la comuni-

dad educativa indican que el aterrizaje del abordaje conceptual de la ESI requiere 

especial atención (Faur, Gogna & Binstock, 2015; Morgade, Báez, Zattara & Díaz Villa, 

2011; UNFPA, 2017; Wainerman, Di Virgilio & Chami, 2008). En cuanto a las y los 

docentes, muchos/as buscan mayores instancias de capacitación para poder abordar 

los reclamos del alumnado (Secretaría de Evaluación e Información Educativa, 2020). 

Por parte de los y las estudiantes, las demandas se centran en una mayor incorporación 

de la perspectiva de género, principalmente en cuanto a temas de diversidad sexual, 

identidades de género no binarias y masculinidades no hegemónicas (Ministerio de 

Educación, 2018; Ministerio de Salud, 2020). Según las percepciones de estudiantes 

relevadas en las pruebas Aprender 2019, sólo el 16% afirma que la modalidad de trata-

miento de temas de ESI es transversal, con mayor incidencia en las escuelas de gestión 

estatal que en privadas (17% y 13,3%, respectivamente). Sin embargo, cuando se hizo 

la misma pregunta a directivos/as el 77% afirmó que la ESI se aborda de manera trans-

versal, casi sin diferencia entre los tipos de gestión (Secretaría de Evaluación e 

Información Educativa, 2020). Estos resultados dan de la necesidad de avanzar en es-

trategias de transversalización y de las diferencias en las percepciones entre 

estudiantes y directivos. 

Cahn et al (2020) sugieren que las grandes transformaciones sociales de las últimas 

décadas generaron brechas entre la educación y formación de docentes y directivos, y 

las realidades y necesidades de los/as alumnos/as. Si bien este es un problema que 

atraviesa al nivel secundario en su totalidad, tiene implicancias específicas en el caso 

de la ESI. Las diferencias en los resultados de las pruebas Aprender 2017 en secundaria 

entre las percepciones de docentes y alumnos/as respecto a la aplicación de la ESI tam-

bién apuntan en esta dirección: mientras que la mayoría de las/os docentes declaró 

incorporar contenidos de ESI en sus clases, éstos fueron a la vez una de las grandes 

demandas de los y las estudiantes cuando les preguntaron qué contenidos desearían 

profundizar (Ministerio de Educación, 2018). Estas diferencias entre las percepciones, 

necesidades y posibilidades de docentes y alumnos/as limitan una efectiva implemen-

tación de la ESI. 

 

Líneas de acción 

La ejecución de la política nacional de ESI está a cargo del Programa Nacional de Edu-

cación Sexual Integral, con un equipo abocado al diseño, seguimiento y apoyo a la 

implementación de la política en las provincias mediante dos principales líneas de ac-

ción: las capacitaciones (virtuales y presenciales), y la producción de materiales áulicos 

como cuadernos y láminas didácticas (Pecheny, 2017). A su vez, ofrece asistencia téc-

nica y acompañamiento a los equipos provinciales encargados de acompañar a las 

escuelas en la implementación de la política a nivel territorial (UNFPA, 2017).  

Las líneas de acción se fueron transformando desde la sanción de la ley en 2006, con 

el objetivo de escalar la ESI tanto a nivel vertical dentro de la estructura institucional, 

como horizontal entre los distintos territorios del país (UNFPA, 2017). En este con-

texto, las capacitaciones constituyeron la nave insignia del Programa en los territorios 
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y representan un elemento central en su implementación y teoría de cambio5. Esta es-

trategia, en conjunto con la producción y difusión a nivel nacional de materiales 

promueven el aterrizaje de la ESI en las aulas (UNICEF, 2018; Presidencia de la Na-

ción, 2017).  

En sus inicios se destacaron los cursos presenciales y virtuales de Educación Sexual en 

la escuela secundaria, en coordinación con el INFoD (Instituto Nacional de Formación 

Docente) y UNFPA (UNFPA, 2017). Las capacitaciones escalaron en 2012 con el primer 

dispositivo de capacitaciones masivas “Es parte de la vida, es parte de la escuela” que 

surgieron para dar respuesta a las demandas de los equipos provinciales y sirvieron 

para apoyar su trabajo mediante la implementación de mesas de seguimiento locales 

(UNFPA, 2017). Estas jornadas llegaron a 19 provincias del país, contando con entre 

700 y 1000 participantes en cada una, en su mayoría directivos/as y docentes en ca-

rácter de representantes de la escuela (Faur, Gogna & Binstock, 2015). En 2013 la 

oferta de formación fue reforzada con nuevos cursos virtuales del INFoD como parte 

de la formación continua de los y las docentes. 

En los últimos años se crearon dos dispositivos específicos implementados desde el 

Programa Nacional que cuentan con una valoración muy positiva por parte de docen-

tes, expertos/as y funcionarios/as. En primer lugar, las jornadas de capacitación 

masivas “Educar en Igualdad” posibilitaron el aterrizaje del Programa Nacional a un 

número mayor de escuelas. Además, su respaldo normativo en la ley nacional 27.234 

fue sumamente útil para allanar el camino en aquellos territorios donde existía mayor 

presión y resistencia por parte de los grupos que se oponen a la aplicación de la ESI 

(mapa de actores disponible en el Anexo). Segundo, en 2017 se puso en marcha el Plan 

Nacional de Prevención del Embarazo No Intencional en la Adolescencia (Plan ENIA), 

una estrategia de coordinación interministerial que vincula a los Ministerios de Salud, 

Educación y Desarrollo Social (Presidencia de la Nación, 2017). Con el objetivo de po-

tenciar las prestaciones de salud sexual en los territorios con mayores índices de 

embarazo adolescente no intencional, el Plan realiza jornadas de capacitación a equi-

pos territoriales de salud y educación, promueve su trabajo conjunto mediante las 

asesorías de salud sexual y la creación de equipos territoriales, y realiza campañas ma-

sivas de comunicación (Presidencia de la Nación, 2017). A su interior, se destaca el 

“dispositivo ESI” en las escuelas, mediante el cual se promueve la capacitación presen-

cial a miembros de la comunidad educativa, el acompañamiento institucional 

permanente, y la realización de talleres de ESI con adolescentes (Ministerio de Educa-

ción, Ministerio de Salud y Ministerio de Desarrollo Social, 2018). Además, promovió 

la utilización de estrategias de seguimiento, monitoreo y evaluación: según los últimos 

datos del Plan ENIA, hacia abril de 2020 se capacitaron a más de 13 mil docentes desde 

sus inicios en 2018.  

Los resultados en términos de capacitaciones son auspiciosos, pero es necesario resal-

tar que no necesariamente se traducen en una efectiva implementación de la ESI desde 

un enfoque integral que promueva y motorice el cambio cultural (Cahn et al, 2020). 

Entre los desafíos, se destaca en primer lugar la insuficiencia de la oferta de formación 

y capacitación, como se evidencia en distintas encuestas a docentes (Secretaria de Eva-

luación e Información Educativa, 2020; Red de Docentes por el Derecho al Aborto 

Legal, Seguro y Gratuito, 2020). Esta demanda insatisfecha limita la posibilidad de 

cobertura de la política en todos los territorios del país, ya que a pesar del constante y 

creciente aumento de cursos, las vacantes no alcanzan para cubrir a toda la comunidad 

educativa. Además, aún hay jurisdicciones en las que no se realizó ningún tipo de ca-

pacitación masiva, ni provincial ni nacional (UNICEF & Ministerio de Educación, 

Cultura, Ciencia y Tecnología, 2019).  

__________________________________________________________________________ 

5 Por teoría de cambio nos referimos a un análisis que vincule objetivos y metas a acciones e intervenciones concretas, desde una lógica causal (Aquilino, 

Arena, Bode & Scolari, 2019) 
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El segundo desafío es cómo potenciar el vínculo entre las capacitaciones y las prácticas 

docentes para que la ESI trascienda las instancias específicas de formación y recorra la 

última milla para llegar efectivamente a los/as estudiantes con el enfoque deseado. Es 

decir, cómo lograr que la capacitación incida en las prácticas docentes y contenidos 

efectivos que reciben los/as estudiantes. Esta problemática es reconocida por el Pro-

grama Nacional y, como estrategia para enfrentarla, en los últimos años se revalorizó 

la figura de “referentes escolares”, institucionalizada en la Resolución N°340/2018. 

Esta estrategia busca alentar dentro de cada escuela la formación y jerarquización de 

un equipo de promotores/as de la ESI conformado por tanto docentes como directivos, 

preceptores o personal no docente que participe de las capacitaciones y luego sean los 

responsables de trasladar los contenidos al interior de cada escuela (UNFPA, 2017). 

Los referentes tienen una valoración muy positiva en las jurisdicciones, de cuyas expe-

riencias se nutrió el Programa Nacional para potenciar la figura de los/as referentes de 

la ESI (Presidencia de la Nación, 2017).  

Finalmente, es importante también destacar el rol de la producción de materiales di-

dácticos como afiches para las aulas y cuadernillos con contenidos de ESI. Estos 

últimos se demostraron particularmente relevantes en el contexto de la pandemia pro-

vocada por el SARS-COV-2 y la estrategia epidemiológica de distanciamiento social 

que implicó la suspensión de las clases presenciales en la mayoría del territorio. Car-

dini, D’Alessandre & Torre (2020) analizaron las respuestas en términos educativos 

ante la crisis y encontraron que, a nivel nacional, la estrategia para mantener el con-

tacto con la escuela se basó en tres dispositivos: el portal educ.ar, los programas en la 

Televisión Pública y emisiones radiales, y la elaboración de cuadernillos que se distri-

buyeron entre el alumnado. Según las autoridades nacionales del Programa ESI, los 

contenidos del programa fueron incluidos en las tres estrategias y principalmente en 

los cuadernillos, a partir de la adaptación de los materiales que el Programa producía.  

 

Seguimiento y evaluación de resultados 

Por lo general, los sistemas de seguimiento de programas de educación sexual refieren 

a la contabilización de docentes y directivos/as capacitados/as, o de escuelas y estu-

diantes alcanzados y, si bien permiten analizar el alcance de la política en términos de 

accesibilidad, no ofrecen mucha información en términos de resultados primarios o 

secundarios de la ESI (Montgomery & Knerr, 2018). El caso argentino no es ajeno a 

esta problemática, pero en los últimos años se lograron grandes avances en el desarro-

llo de protocolos y metodologías de seguimiento. Primero, en el Plan ENIA se incluyó 

un extenso plan de monitoreo, con una teoría de cambio explícita que determinó obje-

tivos y metas acordes a cada etapa del plan (Presidencia de la Nación, 2017). Esto 

facilitó la publicación de reportes periódicos que visibilizan el progreso y los límites del 

Programa, incluyendo en su dispositivo de ESI. En segundo lugar, se destaca la incor-

poración de un módulo específico sobre ESI en las últimas versiones de las pruebas 

Aprender. Finalmente, el trabajo conjunto entre UNICEF y el Programa Nacional de 

Educación Sexual Integral en la creación del Sistema de Información de la ESI (SIESI) 

desde 2018, constituye un enorme avance ya que releva y sistematiza información de 

la ESI tanto a nivel nacional como jurisdiccional (UNICEF & Ministerio de Educación, 

Cultura, Ciencia y Tecnología, 2019). Mediante este sistema se desarrollaron encuestas 

a directivos/as bajo la forma de fichas jurisdiccionales que buscan recoger no sólo la 

planificación e implementación de la ESI, sino también sus percepciones y necesida-

des, con fuerte foco en las particularidades de cada región. 

Las dificultades en términos de seguimiento, monitoreo y evaluación de las líneas de 

acción y sus resultados son en parte consecuencia del abordaje integral necesario de la 

ESI. Es importante destacar que esta es una problemática de la educación sexual inte-

gral o comprensiva a nivel internacional ya que su carácter integral, transformador y 
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situado, no es medible únicamente con la aplicación de evaluaciones cuantitativas es-

tandarizadas que solo den cuenta de acciones en las escuelas, sino que son necesarios 

estudios longitudinales de largo plazo que recojan también percepciones de la comu-

nidad educativa (Haberland & Rogow, 2015). Sin embargo, es posible y necesario 

avanzar en el diseño y la implementación de nuevas estrategias de seguimiento para 

monitorear la política y, principalmente, para enriquecerla a partir de las experiencias, 

críticas y necesidades que se manifiestan en el territorio y que deben contar con prác-

ticas institucionalizadas para llegar a los espacios de toma de decisiones sobre el diseño 

e implementación de la política. 

Recomendaciones 
En el diagnóstico previo se identificaron virtudes y desafíos de la ESI como promotora 

del cambio cultural necesario para combatir las normas sociales de género tradiciona-

les que condicionan y determinan la autonomía y el efectivo goce de derechos de las 

mujeres y disidencias. A continuación, se presentan algunas recomendaciones para su-

perar los desafíos y avanzar hacia la universalización de una educación sexual integral, 

situada y con foco en la perspectiva de derechos y género. 

1. Garantizar la llegada de la ESI a las comunidades educati-

vas con su enfoque conceptual específico  

El diseño conceptual de la ESI plasma la riqueza de la normativa nacional y la gran 

relevancia que posee la integralidad (Marina et al, 2014). Este abordaje conceptual es-

pecífico se relaciona positivamente tanto con los resultados primarios como 

secundarios de la ESI, promoviendo actitudes y decisiones informadas, mayor comu-

nicación entre pares y al interior de las familias y mayor acceso a la información sobre 

salud sexual (Constantine et al, 2015; Rohrbach et al, 2015). Sin embargo, persisten 

desafíos en cuanto a la efectiva implementación y apropiación por parte de las comu-

nidades educativas de la ESI en estos términos, lo cual constitnuye un punto crítico 

para potenciar su rol de cambio cultural. Según un reciente meta análisis comisionado 

por UNESCO, los programas que tienen más probabilidad de modificar el comporta-

miento de los y las jóvenes son aquellos que incluyen un enfoque multidisciplinario 

que valide y retome las perspectivas de la juventud, con actividades variadas para par-

ticipación tanto de alumnos/as como de docentes, familias y efectores de salud 

(Montgomery & Knerr, 2018). Por lo tanto, para garantizar el aterrizaje del enfoque 

conceptual de la ESI es necesario involucrar a todos los miembros de las comunidades 

educativas como familias y directivos y, principalmente, estudiantes, mediante distin-

tas estrategias (UNESCO-GEM, 2019). 

En primer lugar, en cuanto a las instituciones educativas, una estrategia muy difundida 

en los últimos años fue la inclusión de la ESI en los Proyectos Educativos Instituciona-

les (PEI) y los Proyectos Curriculares Institucionales (PCI)6. Esta práctica, respaldada 

por la normativa, fue muy eficiente para garantizar la inclusión de la ESI en las escue-

las. Sin embargo, no es la única estrategia posible. Existen casos donde la 

curricularización de la ESI fue consecuencia y no causa de otras prácticas pedagógicas 

exitosas, por lo que en este punto es importante permitir una flexibilidad que respete 

las diversidades de cada territorio (UNICEF, 2018). Por su parte, respecto a las/os tra-

bajadores de las escuelas (docentes, no docentes y directivos), el Programa Nacional 

cuenta con una poderosa herramienta para alcanzarlos a través de las capacitaciones y 

la figura de referentes escolares. 

__________________________________________________________________________ 

6 Los Proyectos Educativos Institucionales (PEI) son instrumentos de gestión educativa en los que se definen planes de acciones institucionales que deli-

mitan los objetivos de cada institución y su estructura organizacional. Por su parte, los Proyectos Curriculares Institucionales (PCI), a partir de los 

lineamientos curriculares vigentes, explicitan contenidos, métodos y prácticas de enseñanza y aprendizaje. 
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Segundo, la evidencia indica que el impacto de la ESI sobre resultados secundarios es 

mayor cuando se cuenta con el involucramiento activo de las familias para promover 

su aplicación de manera transversal en la vida de los estudiantes y como parte de un 

proyecto comunitario más amplio (Morgade, Baez, Zattara & Díaz Villa, 2011). En cier-

tos entornos donde la incidencia de los grupos que se oponen a la ESI es menor, una 

mayor participación de las familias podría facilitar su implementación. Para esto, es 

muy importante que los miembros de las familias conozcan la ESI y en qué consiste 

para evitar posibles resistencias por creencias infundadas respecto a los contenidos del 

programa. El Programa Nacional ya cuenta con experiencia en este sentido, con la pro-

ducción y difusión de materiales específicos para las familias en 2011, y con la 

participación en campañas masivas de comunicación, como la del Plan ENIA o el Pro-

grama Hablemos de Todo (UNFPA & Ministerio de la Nación, 2018; Presidencia de la 

Nación, 2017). Mucho más recientemente, con la irrupción del COVID-19 y el cese de 

actividades escolares impuesto por las medidas de contención epidemiológica, el 

vínculo con las familias quedó en el centro de la escena (Cardini, D’Alessandre & Torre, 

2020). El Programa Nacional volvió a producir materiales específicos de ESI para in-

cluir en las actividades de sostenimiento educativo, como cuadernillos y contenido 

televisivo y radial. En consecuencia, es importante construir sobre estas experiencias 

que fortalecen el vínculo con las familias para posibilitar que los efectos de la ESI sobre 

las normas sociales de género trasciendan los límites de la escuela.  

En tercer lugar, es imprescindible reforzar la inclusión de las voces y perspectivas de 

las y los estudiantes para contar con una política basada en la perspectiva del receptor. 

De esta manera, se potenciaría la asimilación y comprensión de la ESI por parte del 

alumnado (Montgomery & Knerr, 2018). Además, se podrían acortar las distancias en-

tre sus necesidades y las posibilidades y recursos del sistema educativo (Cahn et al., 

2020). Un primer paso en este punto es contar con métodos de seguimiento que reco-

jan sus experiencias, críticas y comentarios. En segundo lugar, es importante propiciar 

la participación de las agrupaciones estudiantiles mediante espacios de consulta y con-

versación con las autoridades escolares para promover el diálogo, el interés y la 

construcción participativa de las prácticas situadas de ESI. En tercer lugar, para po-

tenciar los efectos de cambio cultural también hay que desarrollar estrategias 

innovadoras para acercar la ESI a las necesidades e inquietudes de los varones cis para 

aumentar su participación en la temática, como parte de un proceso más amplio de 

redistribución y revalorización del cuidado. Estudios recientes identificaron diferen-

cias en los efectos de la educación sexual integral entre varones y mujeres, encontrando 

que para los varones los contenidos de equidad de género y diversidad son más difíciles 

de incorporar (Ruane-McAteer et al 2019; Kenig & Kostovski, 2019). Por lo tanto, es 

necesario incorporar perspectivas de nuevas masculinidades con enfoques que inter-

pelen y convoquen también a los varones cis. 

Finalmente, para aterrizar el enfoque de la ESI en el territorio es menester prestar es-

pecial atención al tratamiento de las diversidades sexuales, la identidad de género y 

masculinidades no heteronormativas. Estas temáticas, si bien presentes en la norma-

tiva y muy reivindicados por el Programa Nacional, suelen enfrentar mayor resistencia 

de parte de grupos que se oponen a la aplicación de la ESI y, por lo tanto, implican una 

mayor complejidad en algunos contextos. Para abordarlas con la jerarquía pertinente, 

es importante considerar la confección de materiales áulicos como cuadernillos o lá-

minas que amplíen el enfoque binario de géneros a una mirada que visibilice otras 

identidades de género. También sería útil estudiar en profundidad la posibilidad polí-

tica de actualizar la ley nacional de la ESI para incluir con más fuerza estas perspectivas 

que, por cuestiones relativas al momento de su sanción (previo a las leyes de matrimo-

nio igualitario e identidad de género), quedaron relegadas en el texto de la ley. En este 

punto podría ser interesante articular la implementación de la ESI con otras políticas 

que apunten hacia la desnaturalización de normas y estereotipos patriarcales, como la 

promoción de una comunicación con perspectiva de género impulsadas por distintos 
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organismos nacionales como el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xeno-

fobia y el Racismo (INADI) y el nuevo Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad. 

2. Aumentar y fortalecer la oferta de formación y acompaña-

miento para las y los trabajadoras/es de la educación 

El aumento de la demanda de capacitaciones en ESI por parte de docentes y directi-

vos/as de los últimos años visibiliza la magnitud del proceso de transformación 

cultural de los últimos años. Si bien la oferta de capacitaciones también aumentó no-

toriamente desde la implementación de la ESI, aún no es suficiente. Según una 

encuesta realizada por la Red de Docentes por el Derecho al Aborto Legal, Seguro y 

Gratuito, el 70% de los/as docentes encuestados realizó capacitaciones de ESI por 

cuenta propia fuera del servicio escolar. A su vez, indica que mientras que el 90% de 

las/os docentes declaró conocer la mayoría de los contenidos de la ESI, sólo el 21% tuvo 

formación en ESI en su carrera docente. Estos datos evidencian el compromiso y la 

voluntad de la comunidad educativa por responder a las necesidades del alumnado y 

el reconocimiento de la importancia de la ESI, y la vacancia de espacios de capacitación 

en la formación inicial y continua de docentes (UNICEF, 2018). 

Para hacer frente a este desafío, en primer lugar, es necesario aumentar la oferta de 

capacitaciones presenciales y virtuales. Estas últimas son particularmente importantes 

en el contexto de crisis sanitaria provocada por el COVID-19 y las medidas sanitarias 

de aislamiento social. Además, las capacitaciones en modalidad virtual tienen la posi-

bilidad de hacer un seguimiento de largo plazo de sus asistentes y facilitan la difusión 

de su contenido con otros/as docentes. En este sentido, hay que atender las brechas en 

conectividad al interior del país y mantener en forma paralela las capacitaciones pre-

senciales para la pos pandemia. Por otro lado, el aumento de la oferta no debe 

necesariamente circunscribirse a aquella del Programa Nacional, sino que puede tam-

bién articularse y dialogar con prácticas situadas de calidad que emerjan de las 

comunidades manteniendo el horizonte de la integralidad y transversalidad. 

Segundo, es urgente continuar con el énfasis en las capacitaciones a referentes escola-

res y su aterrizaje dentro de las escuelas para evitar que las instancias de formación 

sean un hecho aislado en la experiencia de quienes la reciben. Es importante propiciar 

el liderazgo y acompañamiento de estos referentes, con instancias de seguimiento 

luego de las capacitaciones e introducción de espacios de acompañamiento docente 

(Presidencia de la Nación, 2017). Además, las capacitaciones deben reforzar no sólo su 

contenido en términos curriculares sino también, y principalmente, las prácticas y es-

trategias pedagógicas por las cuales la ESI se aterriza en las escuelas y la capacidad 

reflexiva de todos sus trabajadores/as. 

En tercer lugar, no sólo son necesarias capacitaciones en contenidos sino también 

acompañamiento a los y las docentes para acortar las distancias entre sus perspectivas 

y las de las y los estudiantes (Cahn et al, 2020; Morgade, Baez, Zattara & Díaz Villa, 

2011b). Si bien esta es una problemática que atraviesa a la totalidad de la práctica edu-

cativa, es particularmente importante resolver si se desea potenciar el rol 

transformador de la ESI en términos de normas sociales de género, ya que las concep-

ciones sobre género y sexualidad se encuentran en proceso de rápida transformación. 

Por lo tanto, se debe priorizar en las capacitaciones la participación activa de los y las 

asistentes, dando lugar para el intercambio de buenas prácticas no institucionalizadas 

al interior de cada escuela, así como también a la reflexión y el debate entre pares. 

También sería deseable tomar en consideración las demandas de los y las estudiantes 

a la hora de diseñar los contenidos y métodos de las capacitaciones. Además, sería in-

teresante promover la articulación con otras capacitaciones en género llevadas 

adelante por el gobierno nacional, como la impartida a todos/as los/as funcionarios 

desde la sanción de la Ley Micaela.  
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Finalmente, un estudio reciente de UNICEF analiza buenas prácticas pedagógicas 

en la implementación de la ESI en el territorio bonaerense, y encuentra que existen 

muchas prácticas menos institucionalizadas pero igualmente válidas e igual o más con-

ducentes en la implementación de la ESI (UNICEF, 2018). Entre estas prácticas se 

distinguen aquellas de enseñanza, como aquellas que promueven la reflexividad y ca-

pacidad de escucha por parte de las/os docentes; las de gestión, como la incorporación 

de la ESI en los Proyectos Educativos Institucionales (PEI) o los Proyectos Curriculares 

Institucionales (PCI); o mixtas, como la formación de equipos de ESI al interior de la 

escuela desde un enfoque integral que promueva la formación entre pares y la contex-

tualización situada de los contenidos dentro del contexto en el que se insertan. Es 

preciso estudiar y aprender de estas experiencias situadas, para evaluar el potencial de 

escalarlas como parte de la teoría de cambio que proponen las intervenciones del Pro-

grama Nacional y las áreas rectoras de la ESI en las provincias. 

3. Reforzar los sistemas de información y de seguimiento y 

monitoreo 

Conocer y analizar más en profundidad las percepciones y necesidades del alumnado 

y el cuerpo docente es un paso imprescindible para informar las decisiones de política 

pública y así mejorar la calidad y el contenido de la ESI en las escuelas y comunidades. 

Estas prácticas no sólo son necesarias para informar la política, sino que además per-

mitieron instalar e impulsar metodologías prácticas de evaluación, sin dejar de lado la 

transversalidad ni los ejes prioritarios de la ESI (UNICEF & Ministerio de Educación, 

Cultura, Ciencia y Tecnología, 2019). En los últimos años se realizaron importantes 

avances en este sentido; no obstante, aún persisten varios desafíos. Es importante 

construir sobre lo que ya existe, como las mediciones cuantitativas de capacitaciones 

realizadas y docentes alcanzados, y expandir la información recolectada por estos mé-

todos. En particular, es urgente profundizar y escalar el trabajo del SIESI para obtener 

información más precisa de las acciones de los distintos equipos territoriales en cada 

provincia y del Programa Nacional. 

En primer lugar, es muy necesario contar con información comprensiva acerca de las 

percepciones de los/as estudiantes y docentes. Las fichas jurisdiccionales confecciona-

das por UNICEF y el Programa Nacional constituyen un valioso instrumento para 

establecer una línea de base. No obstante, al estar únicamente destinadas a directivos 

no recogen la visión de los/as docentes y alumnos/as. Sería útil contar con otros dis-

positivos similares específicamente diseñados para recoger estas experiencias desde la 

perspectiva del usuario. Para esto es interesante explorar posibles sinergias con agru-

paciones representativas de docentes y estudiantes que ya cuentan con experiencia en 

la temática. Un buen antecedente en este sentido es la incorporación de las percepcio-

nes de voces de docentes y estudiantes en los cuestionarios complementarios de las 

pruebas Aprender en los últimos años, que sería útil continuara en próximas ediciones. 

Segundo, aún no existen mecanismos institucionalizados para identificar y capitalizar 

prácticas pedagógicas que reconozcan y valoren la diversidad de contextos de nuestro 

país. El ya mencionado trabajo de UNICEF detectando buenas prácticas en distintas 

provincias del país es un excelente precedente en este sentido que podría ser retomado 

y ampliado a más jurisdicciones (UNICEF, 2018).   

En tercer lugar, para garantizar la fidelidad del relevamiento y no reducir el monitoreo 

a cuestiones meramente burocráticas, sería deseable que el seguimiento sea internali-

zado por las escuelas. En este proceso es clave la participación activa de los equipos 

jurisdiccionales y los cuerpos de supervisores que, a partir de su experiencia, pueden 

aportar información y hacer un seguimiento más específico de cada territorio, de 

acuerdo a las capacidades y realidades de cada uno. Para alcanzar este objetivo sería 

interesante promover una articulación con el Programa Nacional de Formación Si-

tuada que realiza jornadas institucionales de formación continua para docentes. 
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Además, sería deseable incluir en las capacitaciones componentes referidos a la impor-

tancia del seguimiento dentro de cada escuela por medio de los referentes para 

promover la apropiación de estas prácticas por parte del equipo directivo, docentes y 

estudiantes. Por último, es importante promover la difusión de estos análisis y el ac-

ceso a esta información por parte de comunidades y la sociedad civil en su conjunto. 

4. Articulación interjurisdiccional e institucionalidad 

Una de las grandes fuentes de heterogeneidades en la implementación de la ESI son 

las diferencias en la inserción institucional y el trabajo de los equipos territoriales. Si 

bien la accesibilidad de la ESI presentó grandes avances en los últimos años, aún hay 

un amplio espacio de mejora, particularmente en contextos rurales, escuelas confesio-

nales, regiones donde poseen mayor poder político grupos que se oponen a la 

aplicación de la ESI, y provincias con mayores vacancias en términos de capacitacio-

nes, tanto provinciales como nacionales (UNFPA, 2017; UNICEF & Ministerio de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, 2019). El Programa Nacional, como parte de 

estrategia de rol activo del Ministerio de Educación nacional de compensar desigual-

dades regionales activamente, tiene la oportunidad de promover y potenciar a los 

equipos provinciales en su carácter de garante de derechos de los niños, niñas y ado-

lescentes. Para avanzar en esta dirección es imprescindible contar con la voluntad 

política desde los más altos niveles de gobierno (Díaz Langou et al, 2019). El avance de 

los movimientos feministas puso el foco en las desigualdades de género, y sería útil 

capitalizar su lugar en la agenda pública para otorgar mayor liderazgo a los equipos 

territoriales, reforzando la visión federal.  

Existen distintas estrategias en este sentido. En primer lugar, se destaca el aumento 

presupuestario a la ESI a nivel nacional y provincial, un componente imprescindible 

para aumentar las capacitaciones, actualizar los materiales, y sostener el seguimiento 

del programa. Este primer punto es una condición necesaria para fortalecer a los equi-

pos pero no es suficiente, ya que también es urgente en paralelo reforzar la promoción 

y el liderazgo de los equipos territoriales de ESI en todas las provincias. Esto puede 

logarse tanto jerarquizando dentro del organigrama institucional, como aumentando 

la cantidad de miembros de los equipos, aumentando su participación en espacios de 

toma de decisión, o con la promoción normativas locales en todas las jurisdicciones. 

Por último, es importante mejorar la coordinación entre el Programa Nacional y otros 

programas nacionales con incidencia en esta temática, para explorar sinergias y redu-

cir el impacto de las normas sociales de género desde distintos frentes a través del 

trabajo territorial. Por parte de los niveles subnacionales de gobierno sería útil coordi-

nar y potenciar sinergias con experiencias de otras áreas como otros equipos de los 

ministerios de Educación, Salud y Desarrollo Social y promover la articulación y coor-

dinación con equipos territoriales. El diseño y la implementación del Plan ENIA es un 

excelente ejemplo de coordinación interministerial en este sentido (Presidencia de la 

Nación, 2017). A nivel nacional, la reciente creación del Ministerio Nacional de las Mu-

jeres, Géneros y Diversidad genera interesantes espacios de sinergia para jerarquizar 

la ESI como herramienta de transformación social. En la misma línea, las capacitacio-

nes en género a funcionarios públicos como parte de la Ley Micaela ofrecen una buena 

oportunidad para instalar y reforzar la importancia de la ESI a nivel subnacional.  
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Conclusiones 
La educación sexual integral es una herramienta excepcionalmente poderosa para li-

derar y motorizar el cambio cultural necesario para promover la igualdad sustantiva 

de género. Posibilita la deconstrucción de normas sociales de género patriarcales, la 

promoción de vínculos afectivos sin violencia, la no discriminación y la toma infor-

mada de decisiones (Montgomery & Knerr, 2018). Para garantizar los efectos deseados 

la ESI debe basarse en evidencia, ser adecuada a cada edad y etapa de desarrollo, ba-

sada en un currículum, integral, con enfoque de género y derechos humanos, situada 

con cada contexto, y capaz de apoyar elecciones informadas (UNESCO, 2018). Estos 

componentes se sintetizan en su potencial transformador de las comunidades en las 

que se implementa. 

El diagnóstico evidencia grandes avances desde la sanción de la ley en 2006 hasta la 

actualidad y, en particular, un enorme compromiso y dinamismo de las autoridades 

para mejorar y actualizar los contenidos y la aplicación de la ESI en Argentina. En lo 

que refiere particularmente a las normas sociales de género, se observa que la principal 

fortaleza es la riqueza de la normativa, el marco conceptual, y las capacidades técnicas 

de los equipos (UNFPA, 2017). Si bien estas son condiciones necesarias para su imple-

mentación, no son suficientes. Los desafíos se concentran en la transformación de las 

prácticas pedagógicas y las representaciones de los miembros de la comunidad educa-

tiva, para lo cual es necesario aumentar la oferta de las capacitaciones y el seguimiento 

del programa entre jurisdicciones y gestiones escolares. Esto último es un punto fun-

damental: la ESI debe universalizar su cobertura y llegar a todas las escuelas con los 

mismos estándares de calidad ya que constituye un derecho irrenunciable de los niños, 

niñas y adolescentes del país e impacta positivamente en promover mayores niveles de 

cohesión social e igualdad sustantiva de género.  

Las recomendaciones presentadas ofrecen líneas de acción posibles para superar los 

desafíos identificados, ordenadas según nivel de especificidad e íntimamente relacio-

nadas entre sí, por lo que deben ser abordadas de manera conjunta y coordinada. En 

primer lugar, es necesario que en cada comunidad se internalice el enfoque conceptual 

de la ESI. Si bien está muy claramente expresado en la normativa y se encuentra a la 

vanguardia a nivel internacional, aún hay grandes desafíos en cuanto a su materializa-

ción entre los miembros de la comunidad para lograr que la ESI esté incluida de forma 

transversal en las escuelas siguiendo el marco que indica la ley. Esto es imprescindible 

para garantizar el éxito de la política en términos de sus resultados, y existen estrate-

gias concretas que deben ser diseñadas para cada uno de los actores involucrados, 

como las instituciones educativas, las familias, las/os trabajadores de establecimientos 

educativos y, fundamentalmente, los y las estudiantes.  

Una herramienta ineludible en este proceso de apropiación de la ESI son las capacita-

ciones docentes, línea de acción insignia del Programa Nacional de Educación Sexual 

Integral desde sus inicios que cuenta con grandes hitos de gestión y un enorme avance 

en muy poco tiempo. Es imprescindible que el Programa Nacional y los equipos pro-

vinciales continúen liderando esta iniciativa mediante el aumento de la oferta de 

formación y el fortalecimiento de contenidos. A su vez, para esto es urgente contar con 

sistemas de seguimiento y monitoreo exhaustivos que recuperen las experiencias de 

los distintos miembros de la comunidad y puedan ser sistematizados para su análisis y 

utilización en la gestión. 

Por último, se recomienda reforzar el liderazgo de los equipos territoriales para impul-

sar el desarrollo de la ESI en todos los territorios de manera tal que se respeten las 

particularidades de cada uno. De todas las recomendaciones, esta es la que tiene un 

mayor componente de estrategia en términos de economía política. Los enormes avan-

ces de los movimientos feministas en los últimos años son una evidencia clara de que 
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estamos atravesando un proceso de transformaciones sociales muy aceleradas que in-

cluso se está manifestando de manera explícita en distintos niveles de gobierno. Es 

oportuno capitalizar el contexto para reducir desigualdades y garantizar derechos. 
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Anexo 

Mapa de actores 

En el estudio de las políticas públicas existen múltiples metodologías para realizar un 

mapa de actores, y la aplicación de una u otra depende, en primer lugar, del propósito 

de cada trabajo (Hermans & Thissen, 2008). En esta oportunidad, el objetivo es iden-

tificar y ponderar el rol de los principales actores involucrados e interpelados a nivel 

nacional por el fortalecimiento de la implementación de la ESI en Argentina. Con este 

objetivo, se siguió la metodología y las herramientas propuestas por Hans, Moisio, 

Day, Gonzales-Zuñiga & Röser (2020), y se la complementó con la aplicación que rea-

lizaron Finzi, Gualdoni y Cabrera (2018) de la herramienta de "stakeholder analysis" 

desarrollada originalmente por Schmeer (1999). En base a esta propuesta, se identifi-

caron seis categorías básicas:  

• Institución/Organización: identificación de actores con poder de incidencia en 

el diseño y ejecución de la ESI, realizada a partir de una extensa revisión de biblio-

grafía, informes institucionales y entrevistas con actores clave. 

• Tipo de actor: clasificación de los actores previamente identificados según su 

propia descripción institucional entre “gobierno”, “organismo internacional”, “or-

ganizaciones representativas” y “organización de la sociedad civil” 

• Nivel de influencia en el diseño e implementación, definido como la capacidad 

de incidencia y poder político, clasificado según su nivel de interés y participación 

en espacios de decisión e influencia en medios de comunicación en tres niveles: 

“alto”, “medio” o “bajo”. 

• Nivel de interés en el fortalecimiento de la ESI respecto a los propios objetivos 

de cada institución: evaluado según los documentos institucionales y declaraciones 

de sus exponentes en tres categorías: “alto”, “medio” o “bajo”. 

• Posición respecto a la implementación de la ESI desde una perspectiva in-

tegral, con enfoque de género y derechos. Evaluado según documentos 

institucionales y declaraciones de sus exponentes en tres categorías: “promotora”, 

“indiferente”, y “opositora”. 

• Breve resumen de las herramientas a disposición de cada actor, identificadas 

a partir de su historial de participación e incidencia. 

El análisis no pretende ser exhaustivo, sino que se centra en la identificación de aque-

llos actores con mayor potencial y trayectoria en la incidencia. La decisión de focalizar 

en el ámbito nacional se debe a una necesaria priorización de los recursos disponibles 

y no desconoce la enorme relevancia que tienen los distintos actores subnacionales en 

la implementación de la Educación Sexual Integral. 

Como resultado de este ejercicio se identificaron 16 instituciones u organizaciones re-

levantes en el diseño e implementación de un plan de fortalecimiento de la ESI desde 

una perspectiva de género y derechos (Cuadro 1). Entre ellos, seis pertenecen a orga-

nismos gubernamentales de alto nivel, tres a organizaciones de la sociedad civil, cinco 

a organizaciones internacionales, y dos a organizaciones representativas. Estos actores 

fueron ordenados según nivel de influencia y, a su interior, según nivel de interés. Esta 

clasificación tiene el objetivo de priorizar a aquellos actores que, tanto por poder polí-

tico externo como por motivación intrínseca, tienen mayor relevancia en el diseño e 

implementación de la Educación Sexual Integral en Argentina. 
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CUADRO 1. Mapa de actores 

Institución/ 

Organización 
Tipo de actor 

Nivel de  

influencia 
Nivel de interés Posición Herramientas 

Ministerio de  

Educación  
Gobierno Alto Alto  Promotora 

Prog, ESI (Ley 26.150/2006), Linea-

mientos curriculares, Educar en 

igualdad (27.234/2015), Plan ENIA, 

Vínculo con institutos de formación do-

cente 

Ministerio de las  

Mujeres, Géneros y 

Diversidad  

Gobierno Alto Alto  Promotora 
Mesa interministerial de cuidados y po-

líticas de igualdad y diversidad 

Ministerio de Salud  Gobierno Alto Medio/Alto Promotora 

Prog.Nacional de Salud Sexual y Re-

productiva, Prog. Nacional de Salud 

Sexual en la Adolescencia, Plan ENIA 

Consejo Federal de 

Educación 
Gobierno Alto Medio  Promotora 

Lineamientos curriculares, Resolución 

45/2008; Resolución 340/2018 

Ministerio de  

Desarrollo Social  
Gobierno Alto Medio  Promotora Plan ENIA  

Grupos religiosos que 

se oponen a la ESI 

Org. de la  

sociedad civil 
Alto/Medio Alto Opositora 

Visibilización y lobby político-econó-

mico 

Org. feministas y de 

derechos humanos de 

la sociedad civil 

Org. de la  

sociedad civil 
Medio/Alto Alto Promotora Visibilización y fijación de agenda local 

Grupos opuestos a la 

aplicación de la ESI 

de la sociedad civil 

Org. de la  

sociedad civil 
Medio Alto Opositora Visibilización  

PNUD 
Organismo  

internacional 
Medio Alto  Promotora 

Visibilización, asesorías en carácter de 

expertos/as, y fijación de agenda local 

e internacional 

ONU Mujeres 
Organismo  

internacional 
Medio Alto  Promotora 

Visibilización, asesorías en carácter de 

expertos/as, y fijación de agenda local 

e internacional 

Visibilización de reclamos docentes por 

medio de lobby político 

UNFPA 
Organismo  

internacional 
Medio Alto  Promotora 

UNESCO 
Organismo  

internacional 
Medio Alto Promotora 

UNICEF 
Organismo  

internacional 
Medio Alto Promotora 

Sindicatos docentes 
Org. represen-

tativas 
Medio Medio Promotora 

Organizaciones  

estudiantiles 

Org. represen-

tativas 
Bajo Alto Promotora Visibilización de reclamos estudiantiles 

 

Fuente: elaboración propia. 

 



PROGRAMA DE PROTECCIÓN SOCIAL INFORME 

 

 26 

Este ejercicio sugiere algunos hallazgos.  En primer lugar, todos los organismos guber-

namentales tienen, previsiblemente, un alto nivel de incidencia y de interés en la 

temática, a la vez que son promotores de la ESI. De esta manera es posible comprender 

los grandes avances en la implementación del Programa desde su creación en 2006. A 

su vez, entre aquellos actores con alto nivel de incidencia, únicamente los grupos reli-

giosos que se oponen a la aplicación de la ESI no forman parte del gobierno y tienen 

una posición opositora. Este grupo cuenta con un alto poder, principalmente derivado 

del poder de lobby que surge de la vinculación y el lobby político y económico, como se 

pudo observar en los debates previos a las sanciones de la Ley de la ESI, del Matrimo-

nio Igualitario, de la Identidad de Género y, más recientemente, en del debate por la 

Legalización de la Interrupción Voluntaria del Embarazo. En contraposición, es nota-

ble lo que ocurre con las organizaciones feministas y de derechos humanos de la 

sociedad civil, que aumentaron notablemente su participación e incidencia en la última 

década. A su vez, es notable el cambio en las herramientas entre los actores guberna-

mentales y aquellos de la sociedad civil: en estos últimos la visibilización es una de las 

principales herramientas de incidencia. 

La amplia mayoría de estos actores con alto poder de incidencia son promotores de la 

ESI, lo cual motivó su impulso en los últimos años, pero en muchos casos el nivel de 

interés en esta política es medio. Es importante resaltar que esto no necesariamente 

implica que estos actores no reconozcan y valoren personalmente la ESI, sino que su 

efectivo cumplimiento no garantiza el cumplimiento de su agenda propia. Contrario es 

el caso de aquellos con poder de incidencia medio, donde en todos los casos se destaca 

un alto nivel de interés en la temática. Esto indicaría que no necesariamente aquellos 

sectores más interesados en la ESI están llegando a los espacios de decisión. Entre ellos 

se destacan tanto grupos opositores, como también una amplia mayoría que se encuen-

tra a favor, como los organismos internacionales y las organizaciones estudiantiles. 
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(!) 
Las opiniones expresadas  

en este documento no reflejan  

necesariamente la posición  

institucional de CIPPEC en  

el tema analizado. 
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